En la ciudad de La Plata a los 21 días del mes de noviembre de dos mil seis, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces integrantes de la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Jorge Hugo Celesia, Carlos Alberto Mahiques y Fernando Luis María Mancini, bajo la presidencia del primero de los nombrados, para resolver el recurso de casación interpuesto a favor del imputado J. E. L. en la presente causa N° 21733/II de este Tribunal.
Habiéndose efectuado el sorteo para establecer el orden en que los señores Jueces emitan su voto, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: MANCINI - CELESIA - MAHIQUES.
A N T E C E D E N T E S

El Tribunal en lo Criminal N° 1 del Departamento Judicial San Martín condenó al imputado J. E. L. a la pena de seis años de prisión, accesorias legales y costas, por encontrarlo coautor y autor penalmente responsable de los delitos robo calificado por el uso de armas en grado de tentativa, violación de domicilio y tenencia ilegal de arma de guerra todos en concurso real.

Contra dicho pronunciamiento interpone recurso de casación el señor Defensor Oficial Adjunto del mismo Departamento Judicial, doctor Marcelo Luis Varvello.

Cumplidos los trámites de rigor, y hallándose la causa en estado de dictar sentencia, este Tribunal decidió plantear y votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

Primera: ¿Es admisible el presente recurso?

Segunda: ¿Corresponde hacer lugar al recurso de casación interpuesto?

Tercera: ¿Corresponde adecuar la pena en función de la modificación legislativa del art. 189 bis del Código Penal?  

Cuarta: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión planteada, el Señor Juez doctor Mancini, dijo: 

Adelanto mi opinión en el sentido de la admisibilidad de la presente impugnación.

En primer término, y por el hecho de tratarse de un recurso interpuesto contra una sentencia dictada en el marco del juicio abreviado (art. 395 C.P.P.), me expediré respecto del interés recursivo que entiendo asiste al imputado: como lo tengo dicho en diferentes pronunciamientos, considero ininvocable la falta de interés como causa de inadmisibilidad del recurso de casación impetrado, puesto que quien puede eventualmente beneficiarse con una absolución no puede ser privado de la facultad de recurrir un pronunciamiento en el que pretenda denunciar como existentes, vicios o irregularidades que puedan constituir verdaderos motivos de casación (art. 448 C.P.P.), cotejo que sólo podría realizarse una vez admitido el recurso. Esto alcanza para salvar la valla que podría inadecuadamente verse en el texto del último párrafo del artículo 421 del C.P.P. o cualquier otra norma conexa que aludiera a la falta de agravio. Bastaría simplemente pensar el despropósito que significaría la veda de cuestionamiento de un fallo que, con errores susceptibles de casación (es decir, con posibilidades de alegación por motivos legalmente previstos en el artículo 448 del rito), condenara a un imputado que, otros riesgos mediante, decidió acordar un tope punitivo.

En virtud de lo antedicho, y considerando que el recurso en trato satisface los requisitos de tiempo y forma regulados, en lo pertinente, por los artículos 451 y ccdtes. del C.P.P., a la vez que el recurrente se encuentra legitimado para recurrir, y enmarcándose la sentencia objeto del recurso dentro de las resoluciones que el Código de Rito establece como susceptibles de ser impugnadas por esta vía, debe entonces admitirse el presente recurso de casación. (artículos 421, 448 inc. 1º, 451, 454 inc. 1º, 464 inc. 2º y ccdtes. del C.P.P.).

A la cuestión planteada voto por la afirmativa.

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Adhiero a la propuesta de admitir el recurso, pues además de encontrarse reunidos los requisitos exigidos para su admisión tanto en los aspectos relativos al tiempo y la forma de su interposición, como al derecho a impugnar de quien recurre fundado en el carácter definitivo de la resolución impugnada, entiendo que en el caso el impugnante posee interés en recurrir, pues si bien se impugna una sentencia dictada en el marco de un juicio abreviado en el que las partes prestaron su conformidad con la calificación legal y el monto de la pena, se cuestiona ahora éste último aspecto invocando absurdo y además se denuncia la errónea aplicación del código de fondo.(arts. 401, 421, 450, 451, 454 inc. 1°, 464 inc. 2° y 565 inc. 2° del C.P.P.) 

Voto, entonces, por la afirmativa.

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Mahiques dijo:

I) Sin perjuicio de mi opinión específica relativa a la configuración -o su falta- del interés para recurrir en el marco de los procesos tramitados bajo el régimen del juicio abreviado, expuesta en múltiples precedentes de este Tribunal, habida cuenta de la postura mayoritaria de la Sala que actualmente integro, y teniendo además en consideración lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la provincia en la causa P. 90.327, "S., A. L. Recurso de casación" (rta. 1/3/2006), adhiero por sus fundamentos al voto del señor juez preopinante, y también me pronuncio por la afirmativa.

A la segunda cuestión el Sr. Juez, doctor Mancini, dijo:
I. El Sr. Defensor Oficial Adjunto del Departamento Judicial San Martín, doctor Marcelo Luis Varvello, a fs. 11/16, expresó los motivos que sustentan la presente impugnación, denunciando como transgredidos los arts. 40, 41 y 41 bis, 41 quater del C.P.; arts. 106 y 210 del C.P.P y el art. 18 de la Constitución Nacional.

1. En primer término señala el recurrente que la aplicación al caso del art. 41 bis violenta el principio de legalidad en tanto el art. 166 inc. 2° incluye bajo el concepto armas a las armas de fuego.

2. En segundo lugar cuestiona la aplicación al sub lite de la agravante contenida en el art. 41 quater del C.P. toda vez que, a su juicio, la mera constatación de la intervención de un menor en el hecho no justifica la agravante, sino que debe ser acreditado que el mayor determinó al menor a cometer el delito. 

3. Como tercer motivo de agravio argumenta que el monto en que ha sido individualizada la pena señalando que el sentenciante no debió apartarse del mínimo legal previsto para el art. 166 inc. 2°.

En tal sentido expresa que “La mera mención de los artículos 40 y 41 del C.P., no constituyen un fundamento legalmente admisible. Esta modalidad de pretender fundamentar cuestión tan especial como lo es la fijación de una pena impide conocer racionalmente cómo el sentenciante arribó a la misma sobre todo cuando los artículos mencionados no consagran un sistema legal de fijación de las penas, lo cual ha de obligar aún más al magistrado a exponer por escrito los fundamentos que permitan conocer cabalmente cómo se llega a elegir una sanción penal”.

II. A fs. 23/vta. el señor Fiscal ante este Tribunal, doctor Carlos Arturo Altuve peticionó el rechazo de la vía recursiva intentada.

Respecto del primer motivo de agravio, expresa que los problemas de vaguedad del término armas han sido resueltos por el legislador al consagrar el art. 41 bis, razón por la cual no se advierte yerro en la aplicación legal efectuada por el sentenciante de mérito.

Respecto del segundo motivo de agravio referido al monto en que ha sido individualizada la pena señala que “A las restricciones que en esta instancia presenta la revisión de la dosificación de la sanción en los términos de los arts. 40 y 41 del C.P. (conforme el precedente de esta Sala II, sentencia en causa n° 1726 “Fernández”), cabe agregar en el caso la que proviene de los propios actos de la defensa, que consintiera la aplicación de una pena que se corresponde con la escogida por el a-quo. No advierto, por otra parte, que el sentenciante se haya apartado, en esta tarea, de los hechos probados y no controvertidos, ni que haya atribuido a las circunstancias del caso en forma irrazonable el carácter de atenuantes o agravantes”.

III. Adelanto que el remedio intentado será parcialmente acogido en esta instancia.

Con relación al primer motivo de agravio debo señalar que aunque la sanción de la ley 25882 haya puesto fin a la discusión planteada en estos autos, resulta necesario expedirme sobre el particular.

Y en tal sentido estimo que, aunque por distintos fundamentos, lleva razón la defensa del encartado L. en cuanto la agravante contenida en el art. 41 bis del C.P. resulta inaplicable al robo con armas.

En efecto, no resulta el caso de un supuesto de violación al principio de legalidad, sobre la base de la supuesta ambigüedad del concepto armas mencionado en el art. 166 inc. 2° del C.P. sino que la lectura completa del art. 41 bis resuelve la cuestión en el sentido pretendido por la defensa del acusado L..

Ello es así por cuanto la agravante genérica introducida por ley 25.297 (B.O. 22-IX-2000), establece en su segundo párrafo, una excepción que alcanza entre otras figuras delictivas, al robo agravado por el uso de armas.

Esa es la consecuencia pues no puede abrigarse ninguna duda respecto de que la calificante del apoderamiento ilegítimo violento contenida en el art. 166 inc. 2° incluye dentro del género “arma” la especie “arma de fuego”.

Entonces, no cabe más que concluir que el robo con armas es uno de los delitos a los que alude el segundo párrafo de la norma aludida.

Por lo expuesto corresponde hacer lugar al presente tramo de la queja.

2. También corresponde eliminar la agravante calificativa emergente del art. 41 quater de la ley sustantiva. Del mismo modo que en el agravio anterior por distintos fundamentos a los del letrado recurrente.

Sin que corresponda indagar, como sostiene la defensa, respecto del fundamento de la norma invocada estimo que previamente debe censurarse el pronunciamiento por cuanto existe una cuestión que ha sido soslayada por el “a quo” y es la acreditación del elemento subjetivo del tipo penal aplicado.

Ello es así por cuanto el art. 41 quater del C.P. impone como requisito típico el conocimiento por parte de los mayores que están cometiendo el hecho con menores de dieciocho años de edad.

Y tal extremo viene afirmado en la sentencia atacada con violación de las normas que regulan la valoración probatoria toda vez que no existe ningún elemento de cargo dirigido a corroborar dicha circunstancia por fuera de las numerosas constancias que acreditan la minoridad del coimputado.

Dicha violación de los arts. 210 y 373 del rito impone la eliminación de la agravante.

3. El tercer motivo de agravio no será acogido en esta instancia.

En efecto, por fuera de la reducción del monto de la pena que propiciaré por haber acogido favorablemente los motivos de agravio anteriores, estimo que no ha existido yerro en la mesuración del reproche.

Al respecto el planteo resulta insuficiente. Sobre el particular, ninguna censura merece el pronunciamiento atacado que fijó la sanción del imputado en el monto en que las partes acordaran al formalizar el acuerdo de juicio abreviado.

Ello es así por cuanto el recurrente no ha cuestionado, sea en su acreditación o en su carácter aumentativo, las circunstancias agravantes computadas por el “a quo”, limitándose a señalar que la pena debió individualizarse en el mínimo legal.

Al respecto no debe soslayarse que los Magistrados de juicio poseen la potestad de seleccionar el “quantum” punitivo a imponer –siempre que se ajusten a los parámetros impuestos en la escala aplicable-, sin que en el caso se advierta violación a tales límites ni desmesura arbitraria en el monto de la pena, a la luz de la circunstancia atenuante –que llega firme a esta instancia por ausencia de recurso fiscal- y la ausencia de circunstancias agravantes ponderadas. Por otra parte el sistema de atenuantes y agravantes establecido por los arts. 40 y 41 del C.P. no se traduce en aumento o disminución de cantidades fijas de pena, pues el art. 41 señala una serie de pautas según las cuales el Juzgador debe fijar la pena dentro de los límites de la escala penal sin quedar sujeto a moldes tasados, siempre que tal operación, reitero, respete los límites impuestos por la escala, extremos éstos que se verifican en el caso.

Por todo lo expuesto propicio al Acuerdo eliminar de la calificación legal las agravantes contenidas en los arts. 41 bis y 41 quater del Código Penal (Arts. 448, 460, 530, 531 y concs. del C.P.P.; arts. 41 bis –a contrario-, 41 quater –a contrario- y 166 inc. 2º).

Así lo voto.

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Adhiero al voto del Señor Juez Dr. Mancini, en igual sentido y por sus mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Mahiques dijo:

Adhiero al voto del Señor Juez Dr. Mancini, en igual sentido y por sus mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la tercera cuestión planteada, el Sr. Juez, doctor Mancini dijo:

Con relación al interrogante planteado en la presente cuestión, sobre el que no hubo cuestionamiento de las partes, debo señalar que al igual que me pronunciara en reiteradas ocasiones la reforma introducida por la ley 25.886 al texto del art. 189 bis del C.P. no habrá de tener incidencia, toda vez que si se abandona el indebido plano de la comparación abstracta de los conceptos empleados por la ley y se atiende en cambio al suceso particular y contingente sobre cuya subsunción cabría expedirse a la luz del nuevo texto legal (del que se desprende que L. no tenía la pistola semiautomática Colt calibre 11,25, sin numeración, sino que la llevaba consigo en la vía pública cargada y en condiciones de uso inmediato), se advertirá entonces que, en la actual redacción del artículo 189 bis del C.P., el hecho antes reseñado no encuadraría en la figura básica de la tenencia de arma de guerra (que prevé efectivamente un mínimo menor al que se preveía en su redacción anterior) sino en la más grave y específica de portación.

La aplicación de la ley no puede ser parcial ni fragmentada y configuraría lisa y llana inobservancia del derecho sustantivo la pretensión de subsumir una conducta que satisface todos los extremos del nuevo tipo de “portación” de arma de guerra (tenencia física de un arma apta y cargada en lugar público o de acceso al público) en la figura -ahora sólo genérica y residual- de la “tenencia”.

Asimismo, cabe hacer notar que el principio de correlación o congruencia no se refiere a calificaciones sino a hechos, y que si bien es cierto que la subsunción legal de la acusación orienta efectivamente la actividad de la Defensa, sabido es que la relevancia jurídica de los hechos sobre los que se debate no se agota en los márgenes de la tipicidad, en la medida en que son precisamente las circunstancias y particularidades no relevadas por el tipo las que diferencian un suceso de otro y permiten por ello individualizar la pena dentro del marco legal previsto.  En otras palabras, aún cuando a los efectos de la tipicidad contenida en el anterior artículo 189 bis cuarto párrafo del C.P. pudiera resultar en efecto irrelevante que el arma de fuego haya sido llevada y efectivamente utilizada por el acusado en la vía pública, es en cambio indiscutible que estas particularidades no aparecen como datos jurídicamente intrascendentes, toda vez que tienen lógica aptitud para influir en el juicio de determinación de la pena que, –obviamente- debe siempre adecuarse al hecho y a su autor.

La consideración de la mayor o menor benignidad de la ley posterior, por lo demás, debe hacerse en consideración a los “hechos” de la causa y no exclusivamente a los “hechos típicamente relevantes” en un determinado tiempo pues, de otra manera, todo cambio en el contorno típico de las figuras llevaría a sostener siempre y en forma inexorable la mayor benignidad de la ley posterior por no atrapar, “del mismo modo”, los hechos juzgados a la luz de la anterior. 

Por último, deseo puntualizar que si bien es cierto que el principio axiomático en esta cuestión establecida por la doctrina dominante, que anatematizó la “combinación de leyes” merece algunas relativizaciones en los casos en que se trate de cuestiones de las que pueda predicarse autonomía (como por ejemplo el régimen de vigencia de la acción penal establecido en la ley sustantiva) al no presentarse desarreglos sistemáticos que impidan ese tipo de soluciones en las que mediaría la tradicionalmente censurada “combinación”, no menos cierto es que la aplicación retroactiva de la ley más benigna constituye –en algún sentido- una excepción al principio de legalidad que, claro está, no lo lastima materialmente por resultar beneficioso. Pero el análisis que apunta a establecer si la nueva normativa es o no más benigna no puede ser fragmentario ni seccionador, excepto si media autonomía entre los asuntos en trato, autonomía esta que si el caso lo justificare -lo cual no ocurre-, podría merecer un análisis más pormenorizado, atendiendo acaso a las motivaciones de política legislativa en orden a su consecuencia común o no a las contradicciones que se presenten.

Por todo lo expuesto entiendo no resulta aplicable al caso la nueva redacción del art. 189 bis y teniendo en cuenta la mayoría alcanzada en la cuestión anterior, relativa a la eliminación de las agravantes contenidas en los arts. 41 bis y 41 quater del Código Penal, propicio al Acuerdo adecuar el monto de la pena a imponer a J. E. L. el que teniendo en cuenta las circunstancias agravantes que han quedado firmes estimo justo individualizar en CINCO AÑOS Y SEIS MESES DE PRISIÓN, ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS, CON MAS LA DECLARACIÓN DE REINCIDENCIA como coautor penalmente responsable del delito robo calificado por el uso de armas en grado de tentativa, en concurso real con tenencia ilegal de arma de guerra y violación de domicilio, estos últimos en calidad de autor (Arts. 448, 460, 530, 531 y concs. del C.P.P.; arts. 2, 12, 29 inc. 3°, 41 bis –a contrario-, 41 quater –a contrario-, 42, 44, 45, 50, 55, 150, 166 inc. 2º y 189 bis, 4° párrafo del C.P. –texto según ley anterior-).

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Debo disentir respetuosamente con el Dr. Mancini en cuanto decide no aplicar la nueva redacción que la ley 25.886 dio al art. 189 bis cuarto párrafo del C.P. –ley 25.086-, pues entiendo que por lo dispuesto por el art. 2 del C.P. dicha reforma es aplicable al hecho en juzgamiento.

He sostenido en anteriores pronunciamientos que la nueva legislación trajo al art. 189 bis del C.P. importantes modificaciones, por un lado, introdujo nuevos tipos penales: 1) la tenencia de arma de uso civil – inc. 2, 1º párrafo- y 2) la portación de arma de guerra – inc. 2, 4º párrafo- y, por otro, redujo el mínimo de la escala penal para el delito de tenencia de arma de guerra a dos años de prisión –inc. 2º, 2º párrafo-.

Sin bien la nueva normativa amplió la punibilidad con la introducción de dos nuevos tipos penales, ello no incide en la consideración de la mayor benignidad de su texto respecto del delito de tenencia de arma de guerra, vista la disminución en el mínimo de la escala penal.

Resultaría contrario al principio de legalidad no aplicar la nueva normativa que claramente resulta más benigna para el delito de tenencia, so pretexto de que el hecho encuadraría en el novedoso delito más grave de portación de arma de guerra, toda vez que la prohibición de aplicar retroactivamente una ley posterior al hecho implica no sólo juzgar las conductas de acuerdo con la ley vigente al momento de su realización, sino evitar asignarle a toda lex post facto cualquier tipo de relevancia perjudicial indirecta, como ocurriría en el caso de autos si se dejara de aplicar la nueva escala penal más benigna con el pretexto señalado.

Además, la circunstancia de que el hecho juzgado pueda subsumirse en la novedosa figura de la portación de arma de guerra no debería tener ninguna relevancia, pues conculcaría el derecho de defensa en juicio en virtud de que el imputado no habría estado advertido por el ordenamiento jurídico respecto de las eventuales consecuencias derivables del tramo de los hechos relevante para la portación, al no encontrarse contenido en ningún tipo penal.

Si bien la parte de la materialidad ilícita que escapa a la tipicidad podría interesar para la determinación de la pena, lo cierto es que solo serviría para movilizarse dentro de la escala penal del delito legalmente enrostrado. La tenencia configurada dentro de los contornos del tipo objetivo es lo que en el caso tornó eventualmente relevante de modo genérico el resto de las circunstancias que la rodearon, de modo que en la estrategia defensista ello no pudo haber tenido otra significación más que la de procurar una disminución en la posible conminación por el hecho de tener ilegalmente un arma de fuego, por lo tanto, aún por fuera de lo esencialmente típico y teniendo en cuenta lo penalmente relevante ‘a secas’, igualmente se afectaría el derecho de defensa si hipotéticamente se lo valorara con fines distintos a los autorizados por la ley vigente cuando ocurrió el hecho, sólo relacionados con los arts. 40 y 41 del C.P. en función del art. 189 bis cuarto párrafo según ley la 25.086.

La aplicabilidad de la ley vigente al tiempo de comisión es un derecho adquirido.

No puede admitirse ultraactividad de una ley más gravosa derogada.

La exposición lineal de un principio es una respuesta formal que siempre requiere su confrontación con las circunstancias del supuesto al cual se quiera aplicar, con lo que la afirmación de la imposibilidad de aplicar varias leyes de forma parcial o fragmentada, fundada en que lo contrario importaría la creación de una tercera ley, referida habitualmente a que la mayor benignidad no deriva solamente de la pena sino de todos los elementos que deban tomarse en cuenta para la conminación de la conducta, como la prescripción, la libertad condicional, la justificación o la culpabilidad, no concuerda con el presente caso donde se trata de aplicar una misma ley salvo en una disposición cuya operatividad se ve impedida por razones de naturaleza constitucional.

El principio de irretroactividad de la ley penal tiene carácter constitucional lo cual asegura que las leyes penales se apliquen sólo a los hechos ocurridos con posterioridad a su vigencia, como una consecuencia necesaria del principio de legalidad que  impide penar un hecho que no era delito cuando fue cometido.

El art. 9 de la CADH explica que nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivas según el derecho aplicable y que si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.

Existe una jerarquía de normas en virtud de la cual resulta inaplicable la disposición de la nueva ley que tipifica la portación de arma y esta consecuencia importa un primer desbrozo ineludible por estar basado en una garantía constitucional a fin de poder determinar si la nueva ley es más beneficiosa.

En la determinación de la ley más benigna deben tomarse en cuenta como un todo solo las disposiciones de la ley que deban aplicarse al caso que se juzga y, en ese cálculo, correspondería excluir no solo las disposiciones que no guarden relación con el hecho como las que tipifican otros delitos o aumentan las penas de otras conductas, sino también aquellas que en virtud de una garantía constitucional no puedan exigirse ya en una consideración previa derivada de la jerarquía de normas.

Si en las disposiciones de una misma ley que se declaren aplicables no se deben incluir las que no guarden relación con el hecho, menos deberían serlo aquellas cuya exclusión derive de una razón constitucional inconmovible en el ámbito del derecho penal ordinario desde que los derechos constitucionales de legalidad y reserva en los que se asienta la irretroactividad de la ley penal no podrían obstar la aplicación de la ley más benigna que es la excepción derivada de ese mismo sistema de principios.    

En razón de lo antedicho, entiendo que resulta aplicable al caso la nueva escala penal prevista para la tenencia de arma de guerra por ley 25.886 y por ende propongo I) casar el fallo recurrido por haber sido inobservado del art. 2 del C.P. en relación con el art. 189 bis, inc. 2do., párrafo 2do. del mismo ordenamiento según ley 25.886, II) disminuir la pena impuesta al imputado L. por los motivos expuestos por el Dr. Mancini en la cuestión segunda y los expresados en la presente y en consecuencia imponerle la de cinco años y cuatro meses de prisión, accesorias legales y costas, en consideración de las circunstancias atenuantes y agravantes ponderadas por el a quo, ello como autor penalmente responsable de los delitos de Robo Calificado por el uso de Armas en grado de tentativa, violación de domicilio y tenencia ilegal de arma de guerra, todos en concurso real. Sin costas en esta instancia.(Arts. 2, 42, 166 inc. 2°, 150 y 189 bis según ley 25886, 448, 530, 531 y cc del C.P.P.).

Así lo voto.
A la misma cuestión, el señor Juez doctor Mahiques dijo:

Adhiero al voto del Señor Juez, doctor Celesia, en igual sentido y por sus mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la cuarta cuestión planteada, el Sr. Juez, doctor Mancini dijo:

Conforme quedaran resuelta las cuestiones anteriores, corresponde, declarar admisible el recurso interpuesto por la defensa del imputado y casar parcialmente la sentencia recurrida, modificando el monto de la pena en función de la eliminación de las circunstancias agravantes calificativas contenidas en los arts. 41 bis y 41 quater del Código Penal, y la reducción del mínimo legal consecuentemente adecuar el monto de la pena a imponer a J. E. L. el que se fija en CINCO AÑOS Y CUATRO MESES DE PRISIÓN, ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS, CON MAS LA DECLARACIÓN DE REINCIDENCIA como coautor y autor penalmente responsable de los delitos robo calificado por el uso de armas en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada reiterado en dos oportunidades, en concurso real con portación ilegal de arma de uso civil (Arts. 448, 460, 530, 531 y concs. del C.P.P.; arts. 2, 12, 29 inc. 3°, 41 bis –a contrario-, 41 quater –a contrario-, 42, 44, 45, 50, 55, 150, 166 inc. 2º y 189 bis, 5° párrafo del C.P.).

Así lo voto.

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Adhiero al voto del Señor Juez Dr. Mancini, en igual sentido y por sus mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Mahiques dijo:

Adhiero al voto del Señor Juez Dr. Mancini, en igual sentido y por sus mismos fundamentos.

Así lo voto.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, la Sala II del Tribunal

R E S U E L V E:

I. DECLARAR FORMALMENTE ADMISIBLE el recurso de casación deducido por la Defensa Oficial del encartado (artículos 421, 448 inc. 1º, 451, 454 inc. 1º, 456 y ccdtes. del C.P.P.).

II. RECHAZAR el recurso interpuesto por el doctor Marcelo Luis Varvello, y CASAR PARCIALMENTE la sentencia, modificando el monto de la pena impuesta al imputado J. E. L., la que se fija en CINCO AÑOS Y CUATRO MESES DE PRISIÓN, ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS, CON MAS LA DECLARACIÓN DE REINCIDENCIA por encontrarlo coautor y autor penalmente responsable de los delitos robo calificado por el uso de armas en concurso ideal con privación ilegal de la libertad agravada reiterado en dos oportunidades, en concurso real con portación ilegal de arma de uso civil (Arts. 448, 460, 530, 531 y concs. del C.P.P.; arts. 2, 12, 29 inc. 3°, 41 bis –a contrario-, 41 quater –a contrario-, 42, 44, 45, 50, 55, 150, 166 inc. 2º y 189 bis, 5° párrafo del C.P.).

Regístrese, pase a la Mesa Unica General de Entradas para sus notificaciones, y devuélvase a la instancia de origen.

FDO.:FERNANDO LUIS MARIA MANCINI – JORGE HUGO CELESIA – CARLOS ALBERTO MAHIQUES

Ante mi: Gonzalo Santillan

